
             

 

 

 

 

 

BOLETÍN TRIBUTARIO  -  175 
 
EL DESCUENTO DEL VALOR DE LAS ACCIONES DE LA BASE GRAVABLE 

DEL IMPUESTO AL PATRIMONIO SE EXTIENDE A LOS APORTES EN 
SOCIEDADES Y LA EXENCIÓN TRIBUTARIA ESTABLECIDA EN 

BENEFICIO DE LAS ENTIDADES EN PROCESO DE CONCORDATO O 
LIQUIDACIÓN DEBE APLICARSE TAMBIÉN A LAS PERSONAS 

NATURALES SUJETAS AL RÉGIMEN DE INSOLVENCIA 
 

La Sala Plena de la Corte Constitucional, en sesión celebrada el 20 de octubre de 2010, 

adoptó entre otras, las siguientes decisiones: 

 

• Declarar EXEQUIBLE  la expresión “de las acciones poseídas”, contenida en el 
artículo 4º de la Ley 1370 de 2009, que adicionó el artículo 295-1 del Estatuto 
Tributario, bajo el entendido de que el valor patrimonial neto de los aportes en 
sociedades nacionales también constituye un rubro excluido del pago del 
impuesto al patrimonio. 
 

• Declarar EXEQUIBLE la expresión “entidades”, contenida en el artículo 6º de la 
Ley 1370 de 2009, que adicionó el artículo 297-1 del Estatuto Tributario, bajo el 
entendido de que la exención del pago del impuesto al patrimonio a las 
entidades en liquidación o reestructuración, de conformidad con la ley 
aplicable en uno u otro caso, también se aplica a las personas naturales que se 
encuentren sometidos al régimen de insolvencia. 

 
La Corte fundamentó su decisión en: 
 
“En el caso concreto del impuesto al patrimonio, la Corte advirtió que en las regulaciones 
anteriores contenidas en el Decreto Legislativo 1838 de 2002, la Ley 863 de 2003 (art. 17) y la 
Ley 1111 de 2006 (arts. 25 a 29), siempre se había establecido el descuento de la base gravable, 
del valor patrimonial neto de las “acciones o aportes”, mientras que en la nueva versión del 
impuesto que se aplicará para el 1º de enero de 2011 (art. 4º de la Ley 1370 de 2009), solamente 
permite restar de la base gravable, el valor patrimonial neto de las “acciones poseídas en 
sociedades nacionales”. Según esto, el nuevo impuesto al patrimonio no permitiría descontar el 
valor patrimonial neto de los “aportes en sociedades”, es decir, de los valores que se tiene en 
sociedades limitadas o asimiladas, con lo cual se presenta un tratamiento inequitativo respecto 



             

 

 

 

 

 

de los socios de las sociedades de personas, configurándose así una doble imposición económica, 
contraria a los principios de justicia y equidad en materia tributaria. Al restringir ese descuento 
a las inversiones representadas en “acciones” de sociedades nacionales, se produce una 
infracción comparativa no justificada frente a otras formas de participación en el capital de 
personas jurídicas que se encuentran en idéntica situación material, esto es, las inversiones en 
entidades que no están organizadas como sociedades por acciones sino por aportes. Para la 
Corte, se configura en este caso una omisión legislativa relativa que conforme al principio de 
conservación del derecho y el efecto útil de las normas, impone el mantenimiento del artículo 
demandado como una legítima manifestación de la potestad tributaria del Congreso, mediante 
una declaración de exequibilidad condicionada que incorpore al precepto legal, el grupo de 
contribuyentes excluidos del beneficio tributario establecido en el artículo 4º de la Ley 1370 de 
2009, sin una justificación válida desde la perspectiva constitucional. De ahí que la expresión 
“de las acciones poseídas” contenida en el mencionado artículo 4º es exequible, siempre y 
cuando se entienda que comprende también el valor patrimonial neto de los “aportes” en 
sociedades nacionales. 
 
De igual modo, la Corte encontró que el legislador incurrió en una omisión legislativa relativa, 
violatoria de los principios de igualdad, justicia y equidad tributaria y de la libertad de empresa, 
al establecer una exención del impuesto al patrimonio únicamente para las “entidades”, esto es, 
las personas jurídicas que atraviesan dificultades económicas y por tanto están sometidas a 
procesos de concordato y liquidación (Ley 550 de 1999), sin incluir a las personas naturales no 
comerciantes sometidas conforme a la ley a un régimen de insolvencia (ley 1380 de 2010). 
Observó que el artículo 6º de la Ley 1370 de 2009 establece un trato discriminatorio no 
justificado, para personas naturales que pueden verse avocadas a la misma situación de cesación 
de pagos en períodos de crisis, que sin embargo no estarían exentas del pago del impuesto de 
patrimonio, como sí lo están las personas jurídicas que atraviesan la misma situación, la cual 
amerita un tratamiento tributario menos gravoso. Por consiguiente, por las mismas razones, la 
Sala procedió a declarar la exequibilidad condicionada de la expresión “entidades”, de manera 
que se entienda que la exención del pago del impuesto al patrimonio para las entidades en 
liquidación o reestructuración, también se aplica a las personas naturales sometidas al régimen 

legal de insolvencia”. (Sentencia C-831/10, Expediente D-8069).  
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